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Buenas	noches.	Esto	es	Revista	de	Derecho	Político,	un	programa	que	dirige	el	Departamento
de	Derecho	Político	de	la	UNED.	Todos	los	lunes,	25	minutos	de	radio	dedicados	al	análisis,	el
comentario	y	la	actualidad	de	la	ciencia	política.

Comenzamos.	 ¿De	 qué	 hablaremos	 hoy	 en	 Revista	 de	 Derecho	 Político?	 Nos	 informa	 del
contenido	el	director	del	Departamento,	Antonio	Torres	del	Moral.	En	nuestro	número	de	hoy,
la	profesora	Pilar	Mellado	va	a	hablar	sobre	derechos	y	libertades	en	la	constitución	española
vigente.

A	continuación,	yo	me	referiré	al	problema	de	la	titularidad	de	los	escaños	parlamentarios	en
las	Cortes	Generales.	Y	tras	la	presentación,	comenzamos.	Uno	de	los	aspectos	prioritarios	hoy
en	 el	 derecho	 es	 aquel	 que	 se	 refiere	 a	 los	 derechos	 y	 libertades	 denominados	 también
derechos	fundamentales.

Su	aplicación	ha	sido	en	el	transcurso	de	la	historia	una	de	las	más	importantes	conquistas	del
hombre.	 Al	 mismo	 tiempo,	 su	 interpretación	 se	 hace	 en	 muchos	 casos	 problemática.	 En	 la
Constitución	 Española	 de	 1978,	 los	 derechos	 humanos	 ocupan	 el	 título	 primero	 y,	 más	 en
concreto,	el	capítulo	segundo	abarca	los	artículos	referentes	a	derechos	y	libertades.

De	todo	ello,	trata	hoy	la	página	de	opinión	a	cargo	de	la	profesora	Pilar	Mellado.	A	pesar	de
que	la	expresión	más	generalizada	para	denominar	a	estos	derechos,	sobre	los	que	hoy	vamos
a	centrar	nuestra	atención,	es	la	de	derechos	humanos,	nosotros	utilizaremos,	de	acuerdo	con
la	mayoría	de	la	doctrina,	la	denominación	derechos	fundamentales,	para	destacar	así	el	lugar
preeminente	 que	 ocupan	 en	 nuestro	 ordenamiento	 jurídico,	 ya	 que	 constituyen	 un	 bastión
irreductible	de	la	persona	humana	frente	a	posibles	abusos	de	poder.	El	concepto	de	derechos
fundamentales	es	un	concepto	histórico.

Es	decir,	que,	aun	siendo	inherentes	a	la	dignidad	de	la	persona	humana,	se	han	concretado	en
un	determinado	momento	de	la	historia.	Así,	aunque	a	nivel	político	y	social	no	se	tuviera	en	la
Edad	Media	 una	 conciencia	 clara	 de	 los	 derechos	 fundamentales,	 hay	 que	 decir	 que	 a	 nivel
filosófico	 se	 sientan	 ya,	 con	 San	Agustín	 y	 Santo	 Tomás,	 las	 bases	 de	 toda	 la	 concepción	 de
estos	derechos.	Será,	sin	embargo,	en	la	Edad	Moderna	cuando	algunos	de	estos	derechos	se
verán	insertos	en	normas	jurídicas	de	carácter	positivo,	así,	por	ejemplo,	el	Edicto	de	Nantes	de
1598,	 otorgado	 por	 Enrique	 IV	 de	 Francia,	 que	 reconocía	 el	 derecho	 a	 la	 libertad	 de
pensamiento	y	a	profesar	libremente	una	religión.

Avanzando	 en	 el	 tiempo	 se	 producirá	 la	 llamada	 universalización	 de	 los	 derechos
fundamentales.	Se	dejará	de	hablar	de	derechos	de	los	franceses,	de	los	ingleses,	para	hablar
de	derechos	de	los	hombres.	Se	iniciaba	así,	como	consecuencia	del	liberalismo	democrático,	el
proceso	de	emanación	de	las	modernas	declaraciones	de	derechos.

Sin	 embargo,	 aquellas	 declaraciones	 tenían	 un	 carácter	 meramente	 formalista,	 ya	 que	 sólo



reconocían	 derechos	 y	 libertades	 individuales.	 De	 ahí	 que,	 en	 el	 siglo	 XIX,	 la	 lucha	 se
encaminara	 hacia	 la	 conquista	 de	 derechos	 sociales	 de	 contenido	 económico	 y	 laboral.	 La
reivindicación	 de	 los	 derechos	 sociales	 y	 económicos	 culmina	 en	 el	 siglo	 XX	 con	 el
reconocimiento	efectivo	de	los	mismos	por	las	constituciones	de	no	pocos	países.

Por	 otra	 parte,	 podemos	 destacar,	 a	 nivel	 de	 reconocimiento	 internacional	 de	 los	 derechos
fundamentales,	 la	Declaración	Universal	de	Derechos	del	Hombre,	aprobada	por	 la	Asamblea
General	 de	 la	 ONU	 el	 10	 de	 diciembre	 de	 1948,	 y	 la	 Convención	 Europea	 de	 Derechos	 y
Libertades	Fundamentales	del	Hombre,	 firmada	en	Roma	el	4	de	noviembre	de	1950,	 la	 cual
regula	 los	mecanismos	específicos	de	protección	 jurisdiccional	supranacional	de	 los	derechos
consagrados	en	ella	en	el	marco	de	los	países	miembros	del	Consejo	de	Europa.	En	cuanto	a	los
caracteres	de	los	derechos	fundamentales,	es	preciso	recordar	que,	en	sí	mismos	considerados,
son	derechos	públicos	subjetivos	y,	por	tanto,	le	son	de	aplicación	los	caracteres	que	la	doctrina
asigna	a	éstos.	Podemos	hablar,	en	primer	lugar,	de	imprescriptibilidad.

Los	derechos	fundamentales	no	se	adquieren	ni	se	pierden	por	el	simple	transcurso	del	tiempo.
Son	 también	 inalienables,	 es	 decir,	 no	 pueden	 ser	 enajenados,	 transmitidos	 de	 titular.	 Y,
asimismo,	 son	 irrenunciables,	 es	 decir,	 su	 titular	 no	 puede	 en	 ningún	momento	 renunciar	 a
ellos,	a	diferencia	de	lo	que	ocurre	con	los	derechos	en	general,	que	lo	son	en	la	medida	y	los
términos	establecidos	por	las	leyes.

Y,	por	último,	los	derechos	fundamentales	son	universales,	en	el	sentido	de	que	todo	hombre,
por	el	mero	hecho	de	serlo,	sin	distinción	de	raza,	sexo,	color,	nacionalidad	o	religión,	es	titular
de	dichos	derechos.	El	reconocimiento	y	protección	efectiva	de	los	derechos	fundamentales	van
íntimamente	 ligados	 al	 Estado	 social	 y	 democrático	de	derecho.	 Constituyen,	 en	palabras	 de
Irías	Díaz,	el	eje	de	todo	Estado	de	derecho.

Y,	precisamente,	el	artículo	primero	1	de	nuestra	norma	fundamental	consagra	el	Estado	social
y	democrático	de	derecho	como	la	forma	jurídica	del	Estado	español.	A	partir	de	esta	primera
premisa,	que	nos	da	la	pauta	para	pensar	que	en	la	sociedad	española	se	da	la	estructura	social
y	jurídico-política	que	permite	la	existencia	y	el	ejercicio	de	tales	derechos,	estudiaremos	cómo
han	sido	definidos	y	contemplados	por	nuestro	texto	constitucional	de	1978.	El	título	primero
de	 la	 Constitución	 española	 recoge	 los	 derechos	 y	 libertades	 fundamentales,	 así	 como	 las
normas-programa	 para	 la	 acción	 de	 los	 poderes	 públicos	 que	 derivan	 de	 los	 dos	 grandes
valores	del	ordenamiento	jurídico,	la	libertad	y	la	igualdad,	y	que	arrancan	del	artículo	primero,
párrafo	primero	de	la	Constitución.

Todos	estos	derechos	que	se	concretan	en	dicho	 título	 son,	en	 la	opinión	del	profesor	Peces
Barba,	una	prueba	del	carácter	dualista	en	que	históricamente	se	desenvuelve	el	concepto	de
derechos	 fundamentales	 que	 expresa	 una	 filosofía	 de	 la	 libertad	 y	 de	 la	 igualdad	 y	 que	 se
concreta	y	alcanza	su	plenitud	jurídica	en	su	incorporación	al	derecho	positivo.	El	título	primero
es	el	más	extenso	de	la	Constitución.	Contiene	46	artículos.

Se	ha	dicho	también	que	es	el	título	más	ambiguo,	lo	cual	parece	normal	si	tenemos	en	cuenta



que	es	el	resultado	de	la	política	de	consenso	y	transacciones	que	llevaron	a	cabo	las	fuerzas
políticas	que	participaron	en	su	redacción.	Para	el	profesor	Lucas	Verdú,	la	extensión	proligida
y	ambigüeda	del	título	primero	de	la	Constitución	de	1978	califican	significativamente	su	lugar
en	la	misma,	manifestando	claramente	la	ruptura	con	el	ordenamiento	político	anterior,	tanto
por	la	carga	ideológica	como	por	la	elevación	a	rango	constitucional	de	derechos	y	 libertades
ausentes	o	rechazados	por	el	derecho	político	franquista.	Desde	el	punto	de	vista	de	las	fuentes
de	los	derechos	fundamentales,	la	Constitución	española	se	adscribe	al	llamado	sistema	mixto,
en	 el	 cual	 los	 derechos	 fundamentales	 se	 consagran	 en	 la	 Constitución	 y	 son	 desarrollados
cuando	es	necesario	por	la	ley.

Es	 importante	señalar	a	estos	efectos	 la	 limitación	que	se	hace	al	desarrollo	 legislativo	de	 los
derechos	 y	 libertades,	 al	 decir	 el	 artículo	 53.1	 de	 la	 Constitución,	 que	 en	 todo	 caso	 deberá
respetar	 su	 contenido	 esencial.	 Por	 otra	 parte,	 algunos	 artículos	 tienen	 un	 desarrollo
constitucional	bastante	amplio	y	otros,	por	el	contrario,	tienen	importantes	remisiones	a	la	ley.
En	cuanto	a	las	clasificaciones	de	los	derechos	fundamentales,	hay	que	decir	que	varían	según
los	autores.

Si	bien	existe	una	clasificación	tradicional	que	los	divide	en	derechos	civiles,	serían	aquellos	que
están	 referidos	 a	 la	 realización	 del	 destino	 personal	 de	 cada	 uno	 en	 su	 ámbito	 familiar	 y
profesional,	 y	 libertades	 públicas,	 las	 cuales	 permiten	 la	 participación	 del	 individuo	 en	 la
función	 pública	 y	 en	 la	 expresión	 de	 la	 soberanía	 nacional.	 Nos	 referiremos	 ahora	 a	 la
clasificación	que,	con	referencia	a	nuestro	 texto	constitucional,	hace	el	profesor	Peces	Barba,
según	 el	 cual	 los	 derechos	 que	 consagra	 la	 Constitución	 pueden	 ser	 clasificados	 por	 su
contenido,	por	las	garantías	con	que	son	protegidos,	por	el	sujeto	y	por	la	forma	de	su	ejercicio,
que	 a	 su	 juicio	 es	 el	 criterio	más	 importante.	 Por	 el	 contenido,	 los	 derechos	 recogidos	 en	 la
Constitución	se	pueden	dividir	en	derechos	personalísimos,	que	serían	aquellos	que	se	refieren
a	la	persona	en	sí	misma	considerada,	y	son	los	siguientes,	el	derecho	a	la	vida,	a	la	integridad
física	y	moral,	a	la	libertad	de	pensamiento,	al	honor	y	a	la	fama,	y	el	derecho	a	la	objeción	de
conciencia.

Por	otra	parte,	estarían	los	derechos	económicos,	sociales	y	culturales,	como	son	el	derecho	al
trabajo,	 el	 derecho	 a	 la	 seguridad	 social,	 el	 derecho	 de	 huelga,	 el	 derecho	 a	 sindicarse
libremente,	el	derecho	a	la	educación	y	a	la	libertad	de	enseñanza,	el	derecho	a	la	protección	de
la	 salud,	 el	 derecho	a	 la	 cultura,	 al	medio	ambiente,	 a	una	 vivienda	digna,	 el	 derecho	de	 los
consumidores	a	la	defensa	de	sus	intereses	y	el	derecho	de	autor.	También,	por	su	contenido,
se	 pueden	 clasificar	 los	 derechos	 en	 derechos	 de	 sociedad,	 participación	 y	 comunicación,	 y
estos	 derechos	 son	 más	 amplios	 que	 los	 estrictamente	 políticos	 y	 representan	 el
reconocimiento	de	un	campo	de	relaciones	sociales	distinto	de	las	relaciones	individuo-Estado.
Son	el	derecho	de	reunión,	el	derecho	de	asociación,	el	derecho	a	estar	informado,	el	derecho
de	 asilo	 político,	 la	 libertad	 de	 residencia	 y	 circulación,	 la	 inviolabilidad	 del	 domicilio	 y	 el
derecho	al	secreto	de	las	comunicaciones.

También,	 los	 derechos	 cívico-políticos,	 que	 serían	 aquellos	 derechos	 que	 hacen	 posible	 la



democracia	política	 y	 la	 seguridad	 jurídica,	 tales	 como	el	derecho	de	participación	en	 cargos
públicos,	el	derecho	de	sufragio,	el	derecho	a	la	libertad	y	seguridad	personal,	el	derecho	a	la
tutela	jurídica	y	el	derecho	de	petición.	Por	las	garantías	con	que	son	protegidos	los	derechos
fundamentales	 en	 la	Constitución	de	1988,	 podemos	distinguir	 derechos	protegidos	 ante	 los
tribunales	 ordinarios	 mediante	 un	 procedimiento	 basado	 en	 los	 principios	 de	 preferencia	 y
sumariedad,	que	serían	los	que	aparecen	recogidos	en	los	artículos	14,	15	hasta	el	29,	inclusive.
Derechos	 protegidos	 por	 el	 recurso	 de	 amparo	 ante	 el	 Tribunal	 Constitucional,	 que	 son	 los
mismos	 que	 hemos	 citado	 anteriormente,	 más	 el	 derecho	 a	 la	 objeción	 de	 conciencia	 del
artículo	32.

Derechos	protegidos	ante	la	jurisdicción	ordinaria	de	acuerdo	con	las	leyes	que	los	desarrollan,
serían	 los	 artículos	 39	 a	 52,	 inclusive.	 Y,	 por	 último,	 derechos	 protegidos	 con	 el	 recurso	 de
inconstitucionalidad	previsto	en	el	artículo	161.1.a,	que	serían	 todos	 los	contemplados	en	 los
artículos	30	a	38.	Por	el	sujeto	que	los	ejercita,	los	derechos	fundamentales	pueden	clasificarse
en	derechos	de	 la	persona	humana,	que	son	 la	mayor	parte	de	 los	contemplados	en	nuestra
Constitución,	derechos	de	las	comunidades,	tales	como	el	derecho	de	la	familia	a	la	intimidad	y
a	la	formación	religiosa	de	sus	hijos,	el	derecho	de	los	grupos	políticos	a	acceder	a	los	medios
de	 comunicación	 social,	 el	 derecho	 de	 los	 sindicatos	 a	 pertenecer	 a	 organizaciones
internacionales,	etc.

Y,	 por	 la	 forma	 de	 su	 ejercicio,	 los	 derechos	 fundamentales	 se	 dividen	 en	 derechos	 de
autonomía,	que	serían	aquellos	que	crean	un	ámbito	de	libre	desarrollo	del	titular	del	derecho
garantizado	por	el	Estado	frente	a	interferencias	de	los	poderes	públicos,	de	los	grupos	sociales
o	de	los	otros	individuos,	tales	como	el	derecho	a	la	vida,	el	derecho	a	la	huelga,	el	derecho	de
asociación	y	el	derecho	de	petición,	entre	otros.	También	estarían	 los	derechos	subjetivos	de
crédito	frente	al	Estado	y	a	los	demás	particulares,	en	virtud	de	los	cuales	su	titular	puede	exigir
un	 determinado	 comportamiento	 de	 los	 poderes	 públicos.	 Todos	 los	 derechos	 pueden	 ser
considerados	como	derechos	subjetivos	de	crédito.

Y,	 por	 último,	 estarían	 los	 derechos	 de	 ver,	 que	 son	 aquellos	 respecto	 a	 los	 cuales	 el	 titular
tiene	 no	 sólo	 el	 derecho	 de	 ejercerlo,	 sino	 también	 el	 deber	 de	 hacerlo,	 y	 el	 Estado	 o	 los
poderes	públicos	obligados	a	satisfacerlo	tienen	también	el	derecho	a	exigirlo.	Por	ejemplo,	el
derecho	 de	 ver	 a	 la	 educación.	 Por	 nuestra	 parte	 podemos	 clasificar	 los	 derechos
fundamentales	por	razón	del	ámbito,	es	decir,	de	la	esfera	en	la	que	se	ejercitan	y	desarrollan.

Y	así	podemos	estudiar	los	derechos	del	ámbito	personal	y	de	la	esfera	privada	de	la	persona,
los	cuales	componen	un	marco	en	el	que	queda	prohibida	toda	injerencia	del	Estado	o	de	los
particulares.	Todos	estos	derechos	componen	 lo	que	Yelinek	denominaba	status	 libertatis,	es
decir,	 una	 esfera	 en	 la	 que	 el	 hombre	 desarrolla	 una	 serie	 de	 libertades	 primarias	 que	 son
inherentes	 a	 su	 propia	 naturaleza	 humana.	 Estarían	 por	 otro	 lado	 los	 derechos	 del	 ámbito
político,	que	configuran	lo	que	Yelinek	llamó	el	status	activis	ibitatis,	es	decir,	los	instrumentos
esenciales	a	través	de	los	cuales	el	hombre,	como	ciudadano,	puede	participar	en	los	asuntos
públicos.



Los	derechos	del	ámbito	laboral,	por	otra	parte,	en	el	que	el	hombre	es	sujeto	de	derechos	y
libertades	 como	 ser	 trabajador.	 Y,	 por	 último,	 los	 derechos	 del	 ámbito	 económico,	 que	 se
proyectan	sobre	la	estructura	del	Estado	capitalista	y	que,	en	ocasiones,	se	llaman	ligados	a	los
derechos	del	ámbito	laboral.	Por	último,	sería	necesario,	pero	no	hay	tiempo	para	ello,	estudiar
los	 deberes	 constitucionales	 como	 una	 contrapartida	 a	 esa	 larga	 lista	 de	 derechos
fundamentales	que	están	consagrados	en	la	Constitución	Española	de	1978.

La	 Constitución	 Española	 y	 los	 Derechos	 Humanos,	 temas	 sobre	 los	 que	 se	 centraba	 el
comentario	de	opinión	que	ha	hecho	Pilar	Mellad.	Desde	el	comienzo	de	la	primera	legislatura
de	 las	 Cortes	 Democráticas,	 en	 1977,	 el	 papel	 de	 los	 diputados	 se	 ha	 visto	 sometido	 a	 la
contradicción	que,	en	muchos	casos,	ha	supuesto	la	disciplina	y	pertenencia	a	un	partido	que
les	 ha	 incluido	 en	 sus	 listas	 electorales	 y	 la	 independencia	 que,	 como	 diputado,	 tiene	 en	 el
desempeño	 de	 su	 misión.	 La	 prensa	 se	 ha	 hecho	 eco	 en	 diversas	 ocasiones	 del	 problema
creado	ante	el	abandono	de	un	partido	de	un	diputado	y	su	pase	al	grupo	mixto	o	a	otro	grupo
parlamentario.

Desde	el	punto	de	vista	jurídico,	existe	una	explicación	a	lo	que	podríamos	llamar	la	titularidad
de	 los	 escaños.	 De	 ello	 habla	 el	 profesor	 Torres	 del	 Moral.	 En	 la	 escasa	 vida	 parlamentaria
española	 desde	 1977,	 se	 han	 producido	 ya	 supuestos	 interesantes	 para	 que	 los	 juristas	 nos
pronunciemos	e	intentemos	despejar	incógnitas.

Por	ejemplo,	algunos	diputados	han	abandonado	su	grupo	parlamentario	para	pasar	a	otro	o
al	grupo	mixto.	En	otras	ocasiones,	un	miembro	de	un	grupo	parlamentario	lo	ha	abandonado
o	ha	manifestado	su	opinión	de	que	el	escaño	 le	pertenecía	a	él,	al	partido.	En	otra	ocasión,
algún	órgano	de	opinión	 se	ha	pronunciado	en	 tal	 sentido,	 sosteniendo	que	es	muy	dudoso
que	unos	diputados	elegidos	en	una	lista	cerrada	y	bloqueada,	encabezada	por	la	sigla	de	un
partido,	 tengan	derecho,	cuando	abandonan	el	partido,	a	 retener	el	escaño	que	ellos	no	han
ganado	con	sus	virtudes	personales,	sino	por	su	encuadramiento	partidario.

Máxime,	cuando	las	normas	electorales	prevén	el	sistema	de	sustitución	del	diputado	dimitido
por	el	candidato	siguiente	en	la	lista.	Desde	luego,	los	hechos	son	así,	y	es	poco	estético,	y	casi
iba	 a	 decir	 poco	 ético,	 que	 tales	 diputados	 disfruten	 de	 un	 escaño	 que	 evidentemente	 no
ganaron	personalmente.	Pero	el	derecho	es	otra	cosa.

El	estado	constitucional	representativo	se	apoya	en	unos	principios	que	llevan	jurídicamente	a
soluciones	 que	 acaso	 sean,	 y	 son,	 muy	 insatisfactorias.	 Pero	 desconocer	 esas	 soluciones	 es
cambiar	de	 estado,	 dicho	 sea	 sin	 énfasis	 valorativo	ninguno.	 Y	de	 todos	modos,	 no	 creemos
que	la	opinión	antes	expuesta,	es	decir,	la	de	que	los	escaños	pertenecen	a	los	partidos,	allane
las	dificultades.

Si	 así	 sucediera,	 los	 partidos	 podrían	 cesar	 a	 sus	 diputados	 indisciplinados	 o	 meramente
indóciles,	y	la	docilidad	estaría	en	cada	caso	definida	por	el	propio	partido.	En	realidad,	sobraría
la	figura	del	diputado.	En	las	elecciones,	los	ciudadanos	votaríamos	directamente	a	los	partidos,
sin	 la	 estúpida	 necesidad	 de	 confeccionar	 unas	 listas	 e	 imprimirlas	 en	 papeletas,	 y	 luego	 el



partido	 designaría	 para	 cada	 ocasión	 a	 sus	 miembros	 más	 conspicuos	 y	 serviciales,	 sin	 la
obligación	de	cuidarse	del	puesto	que	ocuparían	en	las	 listas	electorales,	por	menor	este	que
ya	sería	totalmente	inútil.

E	incluso	bastaría	saber	el	peso	numérico	de	cada	grupo	parlamentario,	a	fin	de	atribuirle	a	su
portavoz	 y	 único	 miembro	 su	 correspondiente	 voto	 ponderado	 para	 cada	 trámite	 que	 lo
requiera.	El	parlamento	se	pondría	solo	de	los	secretarios	generales	de	los	partidos,	cada	uno
de	los	cuales	tendría	tantos	votos	como	escaños	formales	hubiera	ganado	en	las	elecciones,	y
sobrarían	las	salas	de	comisiones,	pues	bastaría	una	sola	sala	para	los	portavoces,	para	la	junta
de	portavoces.	 En	 todo	 caso,	 el	 hemiciclo	 se	podría	 conservar	para	 ceremonias	 solemnes	de
proclamación	del	rey,	etcétera,	pero	también	sería	un	espacio	casi	inútil.

Afortunadamente,	aún	no	hemos	llegado	a	eso.	Ahora	bien,	el	ordenamiento	jurídico	español
no	 responde	 a	 ese	 esquema.	 En	 él,	 los	 partidos	 políticos	 no	 son	 órganos	 del	 estado
jurídicamente	 hablando,	 son	 sólo	 instrumentos	 de	 participación	 ciudadana	 y	 para	 el
funcionamiento	 de	 los	 órganos	 estatales,	 y	 en	 cambio	 los	 diputados	 son	 miembros	 de	 un
órgano	estatal,	son	miembros	del	parlamento.

Dichos	miembros	ni	deben	ni	pueden	ser	nombrados	ni	cesados	por	una	organización	política
extraestatal.	 Y	 por	 otra	 parte,	 aunque	 se	 viole	 con	 frecuencia,	 la	 Constitución	 se	 adhiere	 al
principio	 del	 mandato	 representativo,	 estableciendo	 en	 su	 artículo	 66.1	 que	 las	 Cortes
Generales	representan	al	pueblo	español,	y	expresando	de	modo	inequívoco	en	el	artículo	67.2
que	sus	miembros,	 los	miembros	de	 las	Cortes,	 los	diputados,	no	están	 ligados	por	mandato
imperativo.	Pues	bien,	si	el	pueblo,	que	es	el	titular	de	la	soberanía,	conforme	el	artículo	1.2	de
la	Constitución,	no	puede	 revocar	a	 los	diputados,	 ¿van	a	poder	hacerlo	 los	partidos,	que	no
son	jurídicamente	hablando,	insisto,	más	que	instrumentos	funcionales	del	sistema	político?	En
términos	jurídicos,	el	pueblo	vota	candidatos,	no	partidos.

Estos	 candidatos	 se	presentan	 individualmente	o	bien	en	 listas	 abiertas	o	 cerradas,	 según	el
sistema	 electoral	 de	 cada	 país	 y	 de	 cada	 Cámara.	 Pero	 el	 partido	 interviene	 en	 el	 proceso
activándolo,	animándolo,	facilitándolo	al	proporcionar	unos	candidatos	con	clara	identificación
política,	etcétera.	Pero	nada	más.

Y	 el	 Parlamento	 se	 compone	 de	 diputados.	 Los	 grupos	 parlamentarios,	 paralelamente	 a	 los
partidos,	 no	 son	miembros	 de	 la	 Cámara,	 sino	 que	 son	 asociaciones	 políticas	 dirigidas	 a	 la
activación	del	sistema	parlamentario.	Nadie	ignora	que	las	consignas	de	los	partidos	vienen	a
equivaler	a	las	instrucciones	del	antiguo	mandato	imperativo,	y	que	la	revocación	del	diputado
indisciplinado	tan	sólo	queda	aplazada	hasta	la	elección	próxima.

Pero	esta	situación	fáctica	no	ata	jurídicamente	al	diputado,	que	siempre	queda	libre	de	votar
contra	 su	 grupo,	 de	 pasarse	 a	 otro	 grupo,	 de	 dimitir	 contra	 la	 opinión	 del	 partido,	 o	 de
conservar	 su	 escaño,	 a	 pesar	 de	 las	 presiones	 que	 pueda	 recibir	 en	 contrario.	 Era	 Antonio
Torres	 del	 Moral	 que	 hoy	 se	 ha	 ocupado	 de	 una	 cuestión	 a	 caballo	 entre	 la	 actividad
parlamentaria	y	la	militancia	política.	Se	trata	de	la	titularidad	de	los	escaños	del	Congreso	de



los	Diputados.

Y	también	hoy	en	Revista	de	Derecho	Político	hemos	tenido	una	página	de	opinión	dedicada	a
los	derechos	fundamentales.	De	ella	se	ocupó	la	profesora	Pilar	Mellado.	Nada	más.

Hemos	llegado	al	tiempo	límite	del	programa.	El	próximo	lunes	volveremos	con	nuevos	temas
relacionados	con	la	ciencia	política.	Gracias	por	estar	con	nosotros	y	buenas	noches.


